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EXP: 11-001379-1027-CA 

RES: 000430-F-S1-2013 

SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las quince horas treinta y cinco minutos del nueve de abril de dos mil trece. 

Proceso de conocimiento de puro derecho tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo por BAGELMENS DE COSTA RICA LIMITADA, representada por su gerente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma, Malcom Gordon Matheson Caley, empresario; contra el ESTADO, representado por su procuradora, María del Rocío Solano Raabe, vecina de Cartago. Figura además, como apoderado especial judicial de la sociedad actora, el Lic. Rodney Montalbán Rivera, de estado civil ignorado. Las personas físicas son mayores de edad y con las salvedades hechas, casados, abogados, vecinos de San José. 

RESULTANDO 

1. Con base en los hechos que expusieron y disposiciones legales que citó, la parte actora estableció proceso de conocimiento declarado de puro derecho, a fin de que en sentencia se declare: “1. La anulación total (sic) la resolución dictada por la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo, número TFA 001-2011 de las nueve horas del cinco de enero del año dos mil once. 2. La anulación total de la resolución dictada por la Administración Tributaria de San José, número SR- AU-01-V-1909-10 de las ocho horas dos minutos del veintinueve de setiembre del dos mil diez. 3. La anulación total de la resolución dictada por la Administración Tributaria de San José, número SR-SA-01-V-0407-10 de las ocho horas doce minutos del once de marzo del dos mil diez, y por ende carente de validez y eficacia la sanción por infracción administrativa decretada en contra de mi representada que “ordena el cierre por cinco días naturales de Bagelmens de Costa Rica, ubicado en San José, Carmen, frente a la Universidad del Valle; así como de todos los establecimientos de comercio, industria, oficina y/o sitio donde ejerza la actividad u oficio.” 4. Que en caso de que la Administración Tributaria, haya aplicado y efectuado la orden de cierre indicada en el punto 3, inmediato anterior, se le condene en abstracto al pago de los daños y perjuicios que le hubiese ocasionado a mi representada, misma que tendrá derecho a una indemnización plenaria que se determinará en ejecución de sentencia. 5. Se condene al Estado al pago de ambas costas de la presente acción a favor de la parte actora."
2. La representación estatal contestó negativamente e interpuso la excepción de falta de derecho. Asimismo, a folio 154 renunció al proceso conciliatorio. 

3. La audiencia preliminar se efectuó a las 13 horas 30 minutos del 6 de setiembre de 2011, oportunidad en que ambas partes hicieron uso de la palabra y momento procesal en que se declaró el proceso de puro derecho. 

4. El Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Sexta, integrada por los jueces Cynthia Abarca Gómez, Marianella Álvarez Molina y Christian Hess Araya, en sentencia n.° 245-2011-VI de las 15 horas 35 minutos del 11 de noviembre de 2010, dispuso: “Se acoge la excepción de falta de derecho interpuesta por el Estado. En consecuencia, se declara sin lugar la demanda en todos sus extremos. Se mantiene la medida cautelar suspensiva ordenada por el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en resolución No. (sic) 304-2011, de las 16 horas 30 minutos del 16 de junio de 2011, hasta que esa sentencia adquiera firmeza, momento en cual quedará sin efecto. Son ambas costas a cargo de Bagelmens de Costa Rica Limitada.” 

5. La accionante formula recurso de casación indicando expresamente las razones en que se apoya para refutar la tesis del Tribunal. 

6. En los procedimientos ante esta Sala se han observado las prescripciones de ley. 

Redacta la magistrada Escoto Fernández 
CONSIDERANDO 

I. En la demanda origen de este proceso, Bagelmens de Costa Rica Limitada, demandó al Estado. Manifestó, se encuentra sujeta al pago del impuesto general sobre las ventas. Agregó, mediante resolución SR-SA-01-V-0407-10, la Administración Tributaria le comunicó el cierre del negocio por cinco días, al considerar que no canceló el referido tributo dentro del plazo conferido a ese fin. Dijo, según oficio SR-AU-01-V-1909-10, del 29 de setiembre de 2010, la referida Administración rechazó la revocatoria que interpuso. Asimismo, mencionó, conforme a resolución TFA-001-2011 del 5 de enero de 2011, fue denegada la apelación que planteó ante el Tribunal Fiscal Administrativo (en adelante TFA). Explicó, acepta que canceló el impuesto general sobre la ventas correspondiente a marzo 2009, junto con sus intereses, el 4 de setiembre de 2009, a saber, 16 días después de expirado el plazo conferido por la Administración a ese fin. No obstante, afirmó, la resolución del TFA fue dictada seis meses después de verificado el pago. Adujo, había presentado la autodeterminación de dicho periodo oportunamente. Solicita en sentencia se declare: a) la nulidad de las resoluciones SR-AU-01-V-1909-10, SR-AU-01-V-0407-10 y TFA-001-2011; b) en el caso de que la Administración haya efectuado la orden de cierre, se le condene al pago en abstracto de daños y perjuicios a liquidar en ejecución de sentencia; c) que corresponde al Estado el pago de ambas costas. Como medida cautelar solicitó la suspensión del acto TFA-001-2011, la cual fue rechazada por la jueza tramitadora y posteriormente, ante el respectivo recurso, acogida por el Tribunal de Apelaciones. El Estado contestó de forma negativa. Opuso la excepción de falta de derecho, la cual fue acogida por el Tribunal, así como declaró sin lugar la demanda. Mantuvo la medida cautelar hasta la firmeza del fallo. Impuso ambas costas a la accionante. Inconforme el actor acude a casación. 

II. El recurrente plantea dos reproches de naturaleza sustantiva. En el primero, reclama indebida interpretación del precepto 9 de la Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP) e inaplicación de los ordinales 6, 7, 8, 10, 11.1, 16, 128 y 160 de ese cuerpo de Ley. Estima, se equivoca el Tribunal al considerar que el ordenamiento administrativo es autónomo, pues en su parecer, tal afirmación no deriva de la norma de cita. Recrimina, no existe autorización legal para que se desconozca normativa de igual raigambre pública, que en lo concerniente al caso, establece garantías para su representada. Así, al dejar de aplicar otras normas que en su conjunto delimitan la autonomía del derecho administrativo, en su criterio se quebranta el numeral 9 de la LGAP. Expone, con base en la pretendida autonomía del derecho administrativo, los juzgadores establecen que el derecho sancionador administrativo tiene influencia de los principios penales, pero “de manera matizada, ergo no son atinentes al ejercicio administrativo en su plenitud”. Objeta, tales premisas son incorrectas, pues no existe norma que autorice tal “licencia interpretativa”, en especial cuando con ella se violentan otros derechos fundamentales. Afirma, el fallo transgrede por inaplicación, los cardinales 77 y 155 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (en lo siguiente CNPT), que sujetan la imposición de sanciones a los principios de legalidad y al debido proceso y que establecen como supletorias, las disposiciones generales del procedimiento civil o penal, según su caso. Asevera, en su considerando VIII, la sentencia rechaza que se haya extinguido la acción sancionadora, en virtud de la reparación integral del daño, tal como lo prescribe el canon 30 inciso j) del Código Procesal Penal (en lo que sigue CPP). Enfatiza, no existen “matices” que permitan enervar la aplicación obligatoria de normas procesales constitutivas de derechos fundamentales del individuo, máxime tratándose de derecho sancionador, el cual debe ser aplicado restrictivamente. Cita fallos en apoyo de su tesis. Menciona, el libro tercero del CNPT, denominado “Hechos Ilícitos Tributarios”, no establece garantías procesales propias del derecho tributario, sino tipificaciones de los supuestos de hecho y de sus correspondientes sanciones, tanto para la sede administrativa, como para los delitos. Igualmente, expresa, contiene una normativa general referida a la tramitación administrativa, razón por la cual, considera, remite en forma expresa al CPP y al debido proceso, como principios normativos sustanciales del derecho sancionador en materia de hechos ilícitos tributarios. Ahí, dice, están contenidas las infracciones administrativas y el cierre de negocio por pago tardío. En la segunda censura, endilga, la sentencia es clara en cuanto a que el ejercicio de la sanción de cierre de negocios, prevista en el ordinal 86 CNPT, es de carácter discrecional, lo cual obliga a un análisis ponderativo de la conducta del contribuyente, previo a su imposición. Además, arguye, los jueces consideran que las autoridades administrativas cumplieron con tales requisitos, pese a que establece que dichos actos son producto de la aplicación reglada, y no del ejercicio de una potestad discrecional como debió ser. Dice, en cuanto a este punto discrepa el Tribunal con la Administración Tributaria. No obstante, argumenta, tal afirmación es disconforme con prueba allegada a los autos, concretamente, la materialidad de las resoluciones impugnadas y los descargos que constan en el expediente. Endilga, los actos administrativos cuestionados, aplicaron en forma automática el régimen sancionador, al constatarse el pago tardío del impuesto de ventas. Refiere, nunca entraron a analizar las conductas desplegadas ni consideraron el pago realizado ni que hubiese incluido los intereses. Objeta, tampoco se analizó la posibilidad de tener por reparado el daño patrimonial causado en forma objetiva, circunstancias que dentro de los parámetros de justicia, derechos de administrado, conveniencia, razonabilidad y proporcionalidad, hubiesen generado al menos un razonamiento por parte de las autoridades administrativas para establecer si la transgresión a los bienes jurídicos tutelados fue grosera. Ello en tanto, para los delitos tributarios, es posible la reparación integral del daño, como causa extintora de la acción sancionadora. Considera, no se explica que ello sea posible para conductas mas gravosas y no lo sea para simples infracciones administrativas. El Tribunal no avaló la licitud de la sanción aplicada, por cuanto estimó, se realizó la ponderación que exige el cardinal 86 CNPT, lo cual, considera, contradice la descripción contenida en los hechos probados 4), 6) y 7), respecto de los cuales se afirma, la Administración impuso una sanción como consecuencia de una potestad reglada y no discrecional. Así, señala, se violenta por inaplicación el ordinal 86 del CNPT, pues no hubo actividad discrecional ni ejercicio de ponderación previo. Asegura, el CPP establece una serie de garantías procesales en sus preceptos 2 y 7, lo cual ha respaldado la Sala Constitucional, al extender los principios de la materia penal, al campo de las sanciones administrativas. Dice, no aboga por la aplicación de todos los principios del derecho penal, sino de aquellos que son la base angular del debido proceso, de forma tal que no se generen antinomias en el derecho sancionador. Manifiesta, el hecho de que se haya cubierto la obligación tributaria junto con el pago de sus intereses, hace razonable, lógico justo y lícito, que no se imponga la sanción de cierre, pues al haberse cancelado el tributo, se satisface el bien jurídico tutelado, por lo que carece de sentido el cierre por el cierre mismo. Expresa, en aplicación directa de las potestades discrecionales del artículo 86 CNPT, es potestad de la Administración ponderar que en el caso concreto, la transgresión o vulneración del bien jurídico tutelado, fue trasgredido en forma mínima, y en todo caso restituído integralmente, por lo que el cierre resulta desproporcionado. 

III . Referente a la primera censura, el Tribunal indicó, el Derecho Administrativo Sancionatorio participaba en su momento, de la aplicación de los principios del Derecho Procesal Penal. No obstante, agregan los jueces, en la actualidad, esos postulados no pueden emplearse de manera plena. Lo anterior lo justifican, dicen, en la naturaleza diversa entre la potestad sancionatoria penal y la administrativa. Explican, la implementación de los principios del “ius puniendi” al procedimiento administrativo sancionatorio, solo es parcial, en aquellos aspectos que resulten armónicos con la dinámica propia de la instancia administrativa y que se ajusten al principio del debido proceso. El ejercicio sancionador tributario, estiman, deriva del deber de contribuir con los gastos públicos que impone el precepto 18 de la Carta Magna. Desde este plano, aseveran, el canon 103 del CNPT atribuye potestades de fiscalización y recaudación, que incluyen requerimientos de información, tanto al obligado como a terceros e investigaciones contables y de otra naturaleza. Arguyen, tal potestad de imperio, a saber, recaudar los tributos y velar por el debido cumplimiento de los deberes u obligaciones tributarios de los sujetos pasivos, incluye el ejercicio sancionador por la desatención de los deberes jurídicos impuestos por ley. Así, el incumplimiento de dichos deberes implica consecuencias represivas cuyo objeto es disuadir las prácticas irregulares. Afirman, es claro que tal potestad está sujeta a límites infranqueables, como el principio de legalidad administrativa y el respeto de los derechos subjetivos e intereses legítimos de las personas. Para esta Sala, la autonomía del Derecho Administrativo deriva de la disposición 9 de la LGAP, la cual establece su independencia de otras ramas del derecho. El canon 6 de la LGAP, crea también una jerarquía especial para este ámbito del derecho. En esa línea, la aplicación irrestricta que plantea la accionante, de los principios del Derecho Penal al régimen sancionatorio administrativo es improcedente, por cuanto está subordinada a la inexistencia de normas y decretos propios del Derecho Administrativo, más aún, en el caso concreto, del Derecho Tributario. La implementación de sanciones como parte del ejercicio de las potestades administrativas, ha sido dispuesta como un mecanismo para la obtención de fines públicos específicos. Su rigidez en esta materia es menor que aquella que se requiere en los asuntos penales, pues, es claro que responde a motivos diversos. Aunque en ambos escenarios sancionatorios, subyace el deseo de asegurar el respeto de las garantías individuales, también debe tenerse en cuenta, que la transferencia de las figuras del Derecho Procesal Penal al Derecho Administrativo debe considerar y en consecuencia, ajustarse al fin público que en cada caso se persigue. Así, la materia disciplinaria ha sido concebido, como un instrumento de la Administración Pública, dispuesto con el fin de alcanzar intereses específicos, limitados a su vez por los principios de legalidad, razonabilidad, proporcionalidad y al derecho de defensa. De tal suerte, el ejercicio de la potestad administrativa sancionatoria, dista de aquellas potestades conferidas al juez penal a efecto de imponer la pena. En efecto, mientras la aplicación de sanciones tributarias, pretende garantizar la permanencia del propio aparato estatal, a través del aseguramiento de la contribución con las cargas públicas y hacer cumplir el deber tributario de los administrados, en sede penal, la potestad punitiva persigue (sin perjuicio de la concurrencia de otros objetivos), en principio, un fin retributivo. Este, se ha dicho, es de naturaleza expiatoria, y correctiva o en su caso, resocializadora, en la persona del condenado. De tal manera, el despliegue de conductas dirigidas a la imposición de sanciones administrativas, asegura la prolongación de un cierto orden administrativo, que requiere para su sustanciación, del cumplimiento irrestricto de los compromisos tributarios. En efecto, se trata en parte, de un mecanismo de autoprotección, que opera como garantía de permanencia del propio Estado, para la obtención de fines determinados por Ley. Tales lineamientos generales han sido a su vez expresados por la Sala Constitucional. (Consúltese la resolución no. 9849-2011, de las 16 horas 37 minutos del 27 de julio de 2011). Por consiguiente, los principios del derecho procesal penal, no son trasladables en forma absoluta al derecho sancionatorio administrativo. Si bien constituyen garantías en contra del poder sancionatorio del Estado, tienen claramente delimitados sus ámbitos de aplicación conforme a reglas específicas. Por ende, el fallo no quebranta las normas que sujetan la imposición de sanciones a los principios de legalidad y al debido proceso, ni transgrede lo dispuesto en el ordinal 30 inciso j) del Código Procesal Penal, por cuanto se reitera, no se trata de reglas plenamente aplicables a la materia. Por lo anterior, procede el rechazo de la censura, por cuanto Tribunal, como ya se dijo, ha hecho un análisis adecuado e interpreta a cabalidad, las razones por las cuales no aplican a la materia administrativa sancionatoria los principios del Derecho Procesal Penal. 

IV. Previamente a entrar al análisis del segundo cargo, conviene precisar el tema de la discrecionalidad que en materia cierre de negocios, se ha otorgado a la Administración Tributaria por el mandato 86 del CNPT. En ese sentido, esta Sala ha estimado: “Ese ordinal, en sus tres primeros párrafos dispone: “Infracciones que dan lugar al cierre de negocios. La Administración Tributaria queda facultada para ordenar el cierre, por un plazo de cinco días naturales, del establecimiento de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerzan la actividad o el oficio, en el cual se cometió la infracción, para los sujetos pasivos o declarantes que reincidan en no emitir facturas ni comprobantes debidamente autorizados por la Administración Tributaria o en no entregárselos al cliente en el acto de compra, venta o prestación del servicio.// Se considerará que se configura la reincidencia cuando se incurra, por segunda vez, en una de las causales indicadas en el párrafo anterior, dentro del plazo de prescripción. Podrá aplicarse la sanción de cierre una vez que exista resolución firme de la Administración Tributaria o resolución del Tribunal Fiscal Administrativo que impone la sanción prevista en el artículo 85 de este Código a la primera infracción y, una vez que tal resolución firme exista respecto de la segunda infracción, pero sí podrán iniciarse los procedimientos por la segunda infracción, aun cuando no haya concluido el de la primera. Aplicado el cierre por reincidencia, el hecho anterior no será idóneo para configurar un nuevo supuesto de reincidencia.// También se aplicará la sanción de cierre por cinco días naturales de todos los establecimientos de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerza la actividad o el oficio, de los sujetos pasivos que, previamente requeridos por la Administración Tributaria para que presenten las declaraciones que hayan omitido, o ingresen las sumas que hayan retenido, percibido o cobrado; en este último caso, cuando se trate de los contribuyentes del impuesto general sobre las ventas y del impuesto selectivo de consumo, que no lo hagan dentro del plazo concedido al efecto” (la negrita es suplida). Como se aprecia, el ordinal trascrito desarrolla dos hipótesis, a las que se sanciona con el cierre del establecimiento, a saber: la primera, cuando no se tienen comprobantes autorizados por la Administración Tributaria o no se dan al consumidor al momento de la adquisición, venta u obtención del servicio. Y, la segunda, la circunstancia de que pese a la prevención, el contribuyente omita presentar las declaraciones del impuesto selectivo de consumo y del general sobre las ventas. La necesidad de que la conducta transgresora sea reiterada, se limita al primer supuesto (no emitir facturas ni comprobantes, o al no entregarlas a los clientes al momento de la compra, venta o prestación de servicios), según se observa. El voto de la Sala Constitucional no. 2000-08191, de 15 horas con 3 minutos del 13 de setiembre de 2000, confirma la anterior exégesis: “La reforma legal introducida mediante la Ley 7900 (…) modifica las causales del cierre de negocios, su pena y procedimiento, reduciendo la sanción a cinco días hábiles, para el caso de la reincidencia en la no emisión de comprobantes debidamente autorizados por la Administración Tributaria o la no entrega al cliente en el acto de la compra, venta o prestación de servicio, así como para aquellos casos de persistencia en la no presentación de declaraciones omitidas o de no ingresar las sumas retenidas, percibidas o cobradas, en éste último caso, tratándose de los contribuyentes del impuesto general sobre las ventas y del selectivo de consumo. Nótese que el legislador se reserva esta sanción, para los reincidentes y aquellos que, previamente requeridos, por la administración tributaria, persistan en el incumplimiento en los supuestos señalados. Con estas modificaciones se resuelve el tema de la falta de proporcionalidad y razonabilidad alegadas, no sólo al reducirse la pena de quince a cinco días, sino porque se dan al obligado otras alternativas, antes de su aplicación, reservándose sólo para aquellos casos en que existe una conducta reiterada o persistencia de inobservancia” (lo resaltado no corresponde al original). Como lo explica el fallo de la Sala Constitucional, se trata de dos supuestos distintos, la reincidencia y la circunstancia de que se persista en la infracción a pesar de haber sido intimado previamente”. (Resolución 1255-2011 de las 14 horas 35 minutos del 26 de setiembre de 2011). 

V. En relación al segundo motivo de disconformidad, el Tribunal indicó, el ordinal 86 del CNPT establece una facultad que implica una potestad discrecional y por ende, la posibilidad de ponderar las diversas variables del caso, para determinar la pertinencia o no del cierre de negocios. Desde esta perspectiva, estimó los jueces, es necesario valorar criterios como el de “insignificancia del incumplimiento” y trascendencia de lesión al bien jurídico tutelado. Explican, en este caso, la accionante incumplió, el deber material de cancelar a la Administración Tributaria el impuesto general sobre las ventas correspondiente a marzo de 2009, el cual retuvo en su condición de contribuyente. Ello obligó a realizar una labor de fiscalización que concluyó con el requerimiento de pago no. ATSJ-ACA-PS-648-2009, mediante el cual se le instó a cancelar el tributo en cuestión, en el plazo de 10 días hábiles siguientes. Asimismo, refirió, se advirtió que en caso de incumplimiento se iniciaría procedimiento sancionatorio que podría hacerlo acreedor a la imposición de una multa y al cierre de su negocio por cinco días naturales. Sostiene, es claro que la demandante no canceló dentro del plazo de 10 días que indicaba la resolución citada. Mas aún, exponen, la cancelación se realizó con posterioridad al traslado de cargos ATSJ-ACA-TC-169-2009, de 27 de agosto de 2009, por lo que existió un despliegue de potestades tributarias a efectos de lograr que cancelara el referido impuesto. Asevera, la infracción administrativa se produce tanto por la omisión de pago como por el desembolso inoportuno, por ello, el hecho de que se haya cancelado la suma, no obsta que en su momento el contribuyente descuidó sus deberes materiales, lo que facultaba a la Administración Tributaria a disponer el cierre del negocio. Para esta Sala, en la especie debe determinarse si procede aplicar al caso concreto, el supuesto de cierre de negocio previsto en el tercer párrafo del canon 86 del CNPT, como consecuencia de la falta de ingreso de las sumas retenidas, a pesar del requerimiento de la Administración Tributaria. Al respecto este órgano decisor ha indicado, que en tal supuesto resulta imperativo, al indicar dicha norma, que: “También se aplicará la sanción de cierre (…)”, pues su lenguaje obligatorio se separa de los dos primeros supuestos, en los cuales su aplicación resulta facultativa. De tal manera, para el caso en que no se ingresen sumas retenidas, dicho mandato elimina la posibilidad de que la Administración Tributaria, utilice la potestad discrecional que sí otorga para la primera hipótesis prevista en el citado numeral, de aplicar o no el cierre de negocios, cuando lo considere necesario. Dicho de otra manera, es el propio texto de la ley, el que tipifica la infracción y establece la sanción correspondiente, sin permitir que la Administración Tributaria, pueda facultativamente escoger si la aplica o no, como alega el casacionista, sino que, cometida la falta, debe imponerse la sanción de cierre sin más análisis y sin utilizar criterios de ponderación y circunstancias atenuantes. (Resolución no. 1255-2011 de las 14 horas 35 minutos del 26 de setiembre de 2011). Por consiguiente, no viene al caso analizar si el pago del tributo adeudado incluyó intereses, ni si en la forma como fue realizado alcanzó a reparar el “daño patrimonial causado” en forma objetiva, pues la sanción aplicada resulta, se reitera, imperativa. De ahí que sea igualmente innecesario el análisis que reclama la casacionista, en cuanto a que se aplique para conductas mas gravosas y no ante simples infracciones administrativas. Resta señalar, en el asunto de examen, se configuró el supuesto tercero del numeral 86 CNPT. En la especie, es claro que la Administración realizó un requerimiento formal de pago no. ATSJ-ACA-PS-648-2009. También, que la demandante canceló la suma dicha con posterioridad al vencimiento del plazo, el día 4 de setiembre. (Hecho tenido por demostrado número 8). De lo anterior, resulta, la sociedad actora canceló fuera de plazo el monto prevenido. Así las cosas, en el caso concreto, efectivamente la orden de cierre del negocio fue emitida, en virtud de que la demandante canceló el monto prevenido con posterioridad al lapso otorgado por la prevención dicha, razón por la cual, la censura debe rechazarse. 

VI. En mérito de lo expuesto, procederá denegar el recurso, y establecer sus costas a cargo del recurrente conforme al canon 150.3 del Código Procesal Contencioso Administrativo. 

POR TANTO 

Se declara sin lugar el recurso. Son sus costas a cargo de quien lo interpuso. 
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